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1. Restitutio in integrum 
 
En su parte considerativa (párr. 39), la sentencia a la que se refiere este voto señala, 
de nueva cuenta, que “la reparación del daño ocasionado por la infracción de una 
obligación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución 
(restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior”.  
 
A este respecto, es pertinente recordar que la jurisprudencia y la doctrina 
internacionales entienden, de tiempo atrás, que la restitutio in integrum es la forma 
perfecta de reparación, y que sólo en la medida en que dicha restitutio no resulte 
accesible procede acordar otras medidas reparatorias. Esta ha sido la línea seguida, 
reiteradamente, por la Corte Interamericana en un buen número de resoluciones. 
Estimo conveniente abandonar de una vez las referencias a la restitutio, que puede 
servir como horizonte ideal de las reparaciones, pero no corresponde a un objetivo 
verdaderamente alcanzable. Por ende, carece de sentido, en mi concepto, insistir en 
que “la reparación requiere, siempre que sea posible, la plena restitución” 
 
Restitutio in integrum significa, en sentido estricto   --que es también su alcance 
literal--, restitución de las cosas al estado que guardaban antes de que ocurriera la 
conducta ilícita y se vieran afectados los bienes jurídicos de ciertas personas. Eso es lo 
que se dice y se pretende al hablar de “plena restitución”, que no es una restitución a 
secas, inevitablemente parcial y relativa.  Aquella restitución plena  --que implica un 
retorno pleno--  es conceptual y materialmente imposible.  
 
Cuando se teme la comisión de un delito o la realización de un hecho contrario a la 
norma, hay que echar mano de medidas preventivas que impidan la lesión o alejen el 
peligro. Ahora bien, el delito o el hecho ilícito  --sea que se consumen, sea que 
permanezcan en algún punto del proceso ejecutivo--  traen consigo una alteración 
irreversible que ninguna restitutio podría desconocer o suprimir. Esto se mira 
claramente cuando viene al caso la muerte de una persona, pero también acontece en 
otras hipótesis: así, en el supuesto de la privación de libertad, que suele mencionarse 
como medida eminentemente reparable. En tal caso será factible colocar nuevamente 
al individuo en el goce de su libertad, pero no lo será devolverle la libertad perdida, o 
dicho de otra manera, hacer que retorne a un momento anterior al instante en que 
ocurrió esa pérdida. Hacerlo sería mucho más que una reparación jurídica: un 
verdadero milagro. Otro tanto se puede decir del quebranto de la salud, que puede ser 
reparada, o de la destrucción de un objeto, que puede ser sustituido.  
 
En fin de cuentas, la restitutio sólo representa un punto de referencia, un horizonte 
ideal, en el doble sentido de la palabra: una idea y un arribo inalcanzable. Lo que se 
quiere  --mejor todavía: lo único que se puede-- no es tanto restituir íntegramente la 
situación previa a la violación cometida  --en su tiempo, su espacio, sus características, 
su absoluta continuidad, para siempre modificados--, sino construir una nueva 
situación que se asemeje, tan fielmente como sea posible, a la que antes se tuvo. Con 
este propósito es que se aportan al sujeto elementos de reparación, compensación, 
satisfacción, retribución, liberación, complemento, sustitución, etcétera. Así se 
rescatarán los bienes jurídicos de la víctima, al menos en parte, y se le colocará en una 
posición muy parecida a la que antes tuvo. Empero, lo perdido se habrá perdido para 
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siempre. De esta diferencia inevitable entre lo que fue y lo que puede ser resulta, 
lógicamente, el sistema de reparaciones en su vertiente resarcitoria. 
 
 
2. Consideración de la especificidad cultural  
 
La sentencia de reparaciones a la que se refiere este voto toma en cuenta la forma en 
que la pertenencia de la víctima y de sus más cercanos familiares a un grupo étnico 
indígena puede influir sobre el pronunciamiento de la Corte y determinar los 
fundamentos, e incluso las características, de las reparaciones ordenadas. En otros 
asuntos  --así, los Casos Aloeboetoe y otros y Comunidad Mayagna (Sumo) Awas 
Tingni--, el tribunal avanzó en la apreciación de derechos vinculados a esa pertenencia 
étnica, con su correspondiente patrimonio cultural, del que derivan o pueden derivar 
derechos específicos o modalidades, también particulares, de derechos de general 
observancia.  
 
La apreciación de tales derechos o de las características de los derechos generales, no 
relativiza por fuerza el concepto de los derechos humanos, de manera que establezca 
fronteras y compartimientos que debiliten la tutela del individuo. Por el contrario, 
amplía racionalmente el ámbito de los derechos de una persona, reconoce sus rasgos 
propios  --que se instalan sobre los rasgos comunes, inderogables, radicales, de la 
especie humana--  y extrae de todo ello consecuencias jurídicas que concurren a 
establecer y garantizar la defensa de la dignidad del ser humano, no sólo en abstracto  
--dentro de la especie--,  sino en concreto  --dentro de un grupo, una etnia, una 
familia, un pueblo--; en fin, reconoce la individualidad del sujeto con su amplia gama 
de particularidades y matices. Es así que se transita del ser humano genérico al ser 
humano específico, en el que encarna la realidad. En este tránsito se enriquece el 
Derecho y se perfeccionan los derechos. 
 
Al referirse a la obligación del Estado y al derecho de los particulares a propósito de la 
localización, exhumación y entrega de los restos del señor Efraín Bámaca Velásquez, la 
sentencia ha tomado en cuenta, por una parte, el derecho que asiste a los familiares de 
una persona que ha fallecido de recibir los restos mortuorios de ésta, 
independientemente de cualesquiera consideraciones étnicas, religiosas, culturales que 
particularicen el caso. Se trata de un derecho universal, irreductible. La misma 
sentencia de la Corte Interamericana ha considerado, por otra parte, la relevancia 
específica que la recepción, la honra y la adecuada inhumación de esos restos poseen 
en la cultura maya, etnia mam, a la que perteneció la víctima y pertenecen sus 
allegados. No hay conflicto alguno entre estos derechos, que son manifestaciones o 
círculos concéntricos de una misma facultad jurídicamente tutelada. Esta cercanía 
esencial entre los derechos no lleva a desentenderse de uno  --el vinculado con la 
pertenencia a la etnia indígena--,  por el hecho de que se reconozca otro  --el derecho 
universal a recibir y sepultar dignamente los restos del familiar. 
 
3. Satisfacción honorífica.  
 
A mi juicio es pertinente la decisión de publicar el capítulo de hechos probados y los 
puntos resolutivos de la sentencia, a título de reparación, en el “Diario Oficial” y en 
otro diario de circulación nacional. Lo primero atiende al carácter formal de la 
resolución jurisdiccional, y lo segundo a la conveniencia de que la opinión pública tome 
conocimiento de la conclusión y del sentido de la resolución jurisdiccional de este 
litigio, como lo tuvo  --o pudo tenerlo--  de los hechos constitutivos de violación. Así se 
amplía el ámbito de las reparaciones que la Corte puede acordar, conforme a las 
circunstancias de cada caso.  
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La publicación y el desagravio sirven a un triple objetivo: a) por una parte, la 
satisfacción moral de las víctimas o sus derechohabientes, la recuperación de una 
respetabilidad y un crédito que pudieron verse mellados por versiones y comentarios 
erróneos o falaces; b) por la otra, la formación y el fortalecimiento de una cultura de la 
legalidad en favor, sobre todo, de las nuevas generaciones; y c) finalmente, el servicio 
a la verdad en bien de los agraviados y de la sociedad en su conjunto. Todo ello se 
inserta en el amplio régimen de reconocimiento y tutela de los derechos y en la 
correspondiente preservación de los valores de una sociedad democrática. En suma, la 
reparación del daño en este caso reviste efectos resarcitorios y preventivos; en este 
último sentido, considera la necesidad de prevenir la reiteración de conductas como la 
que dio origen al procedimiento ante las instancias internacionales.  
 
Creo  que  la  Corte  pudo  ir  más  lejos en este aspecto de la sentencia, habida cuenta 
de las  condiciones  particulares  del  caso y de sus protagonistas, es decir, conforme a 
las circunstancias que concurren a trazar el panorama completo del caso y de sus 
repercusiones sociales y jurídicas. La atención pública  --con sus diversas 
consecuencias--  no se presentó solamente en territorio guatemalteco, aunque éste 
fuera su ámbito natural y principal. Considérese que la señora Jennifer Harbury vive y 
trabaja en los Estados Unidos de América, de los que es ciudadana, y en este país llevó 
a cabo diversas acciones tendientes al esclarecimiento de los hechos.  
 
Si se atiende al conjunto de las circunstancias y al propósito de la medida de 
satisfacción que entraña esta especie de reparaciones, resultaría pertinente que la 
sentencia se publicase asimismo en el lugar donde reside la persona afectada por el 
juicio de la opinión pública. En efecto, se trata de que ésta encuentre debida 
satisfacción social precisamente en el medio donde normalmente se encuentra y 
desenvuelve. Mediante la difusión de ciertos capítulos de la sentencia no sólo se 
procura informar al público sobre un hecho relevante, sino también atraer el aprecio 
social hacia quienes se vieron involucrados en aquél y padecieron injustamente la 
vulneración de sus derechos. 
 
4. Cálculo de daños y resarcimiento 
 
Coincido con mis colegas en la adopción de un criterio de equidad para la definición de 
las sumas que corresponden a la reparación de los daños materiales e inmateriales 
causados por la violación de derechos humanos en el presente caso, e igualmente 
comparto la posición de la sentencia en lo relativo a la cuantía fijada bajo ese 
concepto.  En el asunto sujeto al conocimiento de la Corte no había elementos 
probatorios que permitieran una precisión mejor.  En todo caso, estimo plausible que 
se haya desestimado --aun cuando se trate sólo del caso sujeto a estudio-- la regla 
acogida en diversas sentencias de la Corte a propósito de los ingresos futuros de la 
víctima, cuando ésta pierde la vida y se plantea la necesidad de entregar ciertas 
cantidades a sus derechohabientes.  En esta materia se ha conformado, de tiempo 
atrás, un punto de referencia que estimo inadecuado.  En diversas ocasiones se ha 
dicho que de la cantidad que resulte de la apreciación sobre los ingresos del sujeto y la 
expectativa media de vida en condiciones regulares --temas, a su vez, siempre 
discutibles--, habrá que deducir un veinticinco por ciento en concepto de gastos 
personales de la víctima a lo largo de su vida futura, y conceder la suma restante, es 
decir, el setenta y cinco por ciento del total, a sus derechohabientes. 
 
En la realidad de la economía, una realidad severa con la mayor frecuencia --que 
marca la perspectiva para las reflexiones de la Corte y la adopción de determinada 
metodología--, un individuo difícilmente podría reservar para sí ese veinticinco por 
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ciento de sus percepciones y destinar a sus allegados la porción restante.  Las bajas 
remuneraciones que percibe la mayoría de las personas, sobre todo en los sectores 
sociales a los que suelen corresponder las víctimas de violación de derechos humanos 
en los casos sujetos a la jurisdicción de la Corte Interamericana, rara vez permitirán 
una distribución de ese carácter. 
 
Ni el sujeto del que depende la economía familiar puede disponer del veinticinco por 
ciento de sus ingresos, ni el otro setenta y cinco por ciento bastaría, ordinariamente, 
para satisfacer las necesidades familiares.  En fin de cuentas, la apreciación sobre 
estos conceptos debiera depender de otros criterios, más puntuales y realistas, y por 
ello individualizados adecuadamente.  Es evidente que las dificultades que plantea el 
cálculo de estos extremos determinarán a menudo que la cifra se establezca con 
fundamento en la equidad, como se ha hecho en la sentencia a la que corresponde este 
Voto. 
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